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MARZO 2005
Novedades Laborales: 

· Decreto 2014/04

Con fecha 8/2/05 hemos informado a Uds. acerca de los alcances de la sanción de la reciente ley Nº 25.972 la cual, entre otros, prorrogó la vigencia en el incremento de las indemnizaciones por despido sin causa justificada. En este caso, a diferencia de los anteriores, fue a través de una ley y no un Decreto de Necesidad y Urgencia (DNU).


También informamos que el monto del porcentaje a aplicar era delegado por la ley a una futura reglamentación por parte del PEN, mediante el dictado del Decreto respectivo. Uno de los aspectos salientes de la mentada ley radicaba en que se establecía en forma definitiva sobre qué rubros se iría a aplicar el incremento indemnizatorio. La ley fijaba que tal aumento se calculaba sobre la indemnización por antigüedad (Art. 245 de la LCT), únicamente.

Sin embargo, el PEN dictó el reciente Decreto Nº 2014/04 el que fija no sólo el porcentaje a aplicar (que es del 80%) sino también -y fuera de toda lógica legislativa y excediendo a las funciones propias del PEN- que dicho incremento será de aplicación sobre "TODOS LOS RUBROS INDEMNIZATORIOS ORIGINADOS CON MOTIVO DE LA EXTINCIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO".


En otras palabras, según el citado Decreto -sobre cuya constitucionalidad cabe al menos dudar seriamente- el 80% sería de aplicación no ya sobre la indemnización por antigüedad (1 mes de sueldo por cada año de servicio o fracción superior a tres meses) sino también sobre las otras que le corresponderían al trabajador despedido, a saber: Preaviso, Integración de mes de despido, SAC s/ preaviso y -lo que resulta más oneroso aún- la enorme cantidad de multas que, en muchos casos, se aplican; con lo cual el monto a pagar puede significar -en caso de un pleito- varias veces la suma original debida.


Resulta evidente la inseguridad jurídica que ello acarrea habida cuenta que la norma es de muy reciente sanción, el Decreto citado se contrapone con la ley y si bien aquél es de rango inferior a ésta, lo claro y concreto es que al momento del despido será muy difícil cuantificar exactamente el monto debido; por lo menos hasta que la Justicia vaya perfilando una posición. Posición que, en última instancia, será sólo consolidada a través de un futuro fallo de la Corte Nacional el que puede demorar años.
· Decreto 2013/04- Reducción de contribuciones a la Seguridad Social

La Ley 25.877, en su artículo 6° establecía que la empresa que emplee hasta OCHENTA (80) trabajadores, cuya facturación anual no supere el importe que establezca la reglamentación y que produzca un incremento neto en su nómina de trabajadores, gozará de una reducción de sus contribuciones a la Seguridad Social por el término de DOCE (12) meses, con relación a cada nuevo trabajador que incorpore hasta el 31 de diciembre de 2004.-


La reducción consistiría en una exención parcial de las contribuciones al sistema de la Seguridad Social, equivalente a la tercera parte de las contribuciones vigentes.-


Cuando el trabajador que se contratare para ocupar el nuevo puesto de trabajo fuera un beneficiario o beneficiaria del Programa Jefes de Hogar, la exención parcial se elevaría a la mitad de dichas contribuciones.-


La reducción citada no podía afectar el financiamiento de la Seguridad Social, ni los derechos conferidos a los trabajadores por los regímenes de la Seguridad Social, ni alterar las contribuciones a las obras sociales.-


El  beneficio regía hasta el 31 de diciembre de 2004, quedando facultado el PODER EJECUTIVO NACIONAL para prorrogar su vigencia 


Con fecha 29/12/04, el Poder Ejecutivo Nacional, emitió el decreto N° 2013 y prorrogó desde su vencimiento y hasta el 31 de diciembre de 2005 el beneficio instituido por el artículo 6° de la Ley N° 25.877 citado más arriba. Por lo tanto los beneficios apuntados han sido prorrogados durante el año 2005.


Les recordamos que el decreto 817/04 estableció la reglamentación del Art. 6° apuntado y fue explicado detalladamente en nuestro boletín N° 4 del año 2004.
· Régimen del pago de la asignación familiar AYUDA ESCOLAR:

1.- Se abona a uno solo de los progenitores/guardadores/tutores o curadores a la persona.

2.- Se puede pagar con los haberes del mes inmediato anterior al del inicio del ciclo lectivo (o sea en marzo), siempre que se haya acreditado ante ANSES/empleador/Aseguradora de Riesgos del Trabajo la asistencia al ciclo lectivo del año anterior, sin perjuicio de la posterior presentación del certificado de inicio dentro de los ciento veinte (120) días de iniciado el ciclo lectivo. También puede ser percibida dentro de los ciento veinte (120) días de iniciado el ciclo lectivo, contra la presentación del certificado de inicio respectivo dentro del plazo antes citado. En los casos de Educación Diferencial o de asistencia a tratamientos de rehabilitación, la solicitud de liquidación de la Asignación Familiar por Ayuda Escolar Anual puede formularse en cualquier época del año, pero siempre que se presente el certificado dentro de los ciento veinte (120) días de comenzada la asistencia a los cursos/tratamientos respectivos. 

· DERECHO AL COBRO

Tener derecho al cobro de la Asignación familiar por Hijo/Hijo con Discapacidad. 

1.- Que el hijo menor de dieciocho (18) años curse desde el 1º grado hasta el 2º año (Educación General Básica) o desde 3º año hasta el 6º año (Educación Polimodal) en Establecimientos Nacionales, Provinciales, Municipales o Privados incorporados a la enseñanza oficial y sujetos a su fiscalización o adscriptos a la misma, que estén reconocidos y funcionen con permiso expreso de la autoridad educacional oficial. 

2.- Que el hijo concurra regularmente a Preescolar, Nivel Inicial, Sala de 5 años, Primera, Segunda o Tercera Sección o Primero, Segundo o Tercer Ciclo. En los casos en que el menor concurra a Jardín Maternal, Sala de 3 años, Sala de 4 años, Jardín de Infantes o cualquier otra Sección o Sala no citada anteriormente, a fin de acreditar el derecho a la Asignación Familiar por Ayuda Escolar Anual, el establecimiento educativo deberá emitir una constancia en la que acredite que dichas Salas se encuentran incluidas en el Nivel Inicial. 

3.- La Educación inicial, se halla constituida por el jardín de infantes para niños/as de 3 a 5 años de edad, siendo obligatorio el último año. Las Provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires establecerán, cuando sea necesario, servicios de jardín maternal para niños/as menores de 3 años y prestarán apoyo a las instituciones de la comunidad para que éstas los brinden y ayuda a las familias que los requieran. 

4.- Que el hijo con discapacidad, que cuente con Autorización expresa de ANSES, cualquiera sea su edad, concurra a Establecimientos Educacionales donde se imparta Nivel Inicial, Educación General Básica, Polimodal o enseñanza diferencial, o a Establecimientos oficiales o privados controlados por autoridad competente en los que se presten servicios de rehabilitación exclusivamente, o cuando reciban enseñanza diferencial impartida por maestros particulares que posean matrícula habilitante o impartida individualmente aunque la misma no se realice en establecimientos oficiales o privados. 

5.- A los fines de otorgar las asignaciones por hijo, hijo con discapacidad y ayuda escolar anual, serán considerados como hijos los menores o personas con discapacidad cuya guarda, tenencia o tutela haya sido acordada al trabajador por autoridad judicial o administrativa competente. En tales supuestos, los respectivos padres no tendrán, por ese hijo, derecho al cobro de las mencionadas asignaciones

6.-  La Asignación por ayuda escolar anual para la educación inicial, general básica y polimodal se ha fijado en la actualidad en la suma de $ 130.
7.- Para la Asignación Familiar por Ayuda Escolar Anual para el Hijo con Discapacidad que cuente con Autorización expresa de ANSES no rigen topes mínimos ni máximos de remuneraciones brutas.
· TOPES PARA RESULTAR ACREEDOR DE LA AYUDA ESCOLAR:

Tope máximo para la Asignación Familiar por Ayuda Escolar Anual: 

1.- El monto resultante de la suma de la remuneración bruta mensual más la Asignación Familiar por Maternidad -esta última de corresponder- excluidas las horas extras, el plus por zona desfavorable y el aguinaldo debe ser menor o igual a pesos un mil setecientos veinticuatro con 99/100 ($ 1.724,99). Si se trata de trabajadores que desarrollan su actividad en zonas diferenciales, dicho monto se eleva a pesos dos mil veinticuatro con 99/100 ($ 2.024,99)

2.-  Tope mínimo para la Asignación Familiar por Ayuda Escolar Anual: el monto resultante de la suma de la remuneración bruta mensual más la Asignación Familiar por Maternidad -esta última de corresponder- excluídas las horas extras, el plus por zona desfavorable y el aguinaldo debe ser mayor o igual a pesos cien ($ 100).

3.- Remuneración bruta habilitante: entiéndase por "remuneración bruta habilitante" el monto resultante de la suma de la remuneración bruta mensual más la Asignación Familiar por Maternidad -esta última de corresponder- excluidas las horas extras, el plus por zona desfavorable y el aguinaldo.
Concursos y Quiebras

· Quiebras decretadas 
DE LA GUARDA SRL: Servicios médicos, con domicilio en la calle Virrey Liniers 4511. Se decretó su quiebra. Verificación de créditos hasta el 05/05/05. Juzgado Nro. 23, Secretaría Nro. 45.
PRECISIÓN MÉDICA COMPLEMENTARIA S.A.: Servicios médicos, con domicilio en la calle Uruguay 978 P. 10º. Se decretó su quiebra. Verificación de créditos hasta el 6 de julio de 2005. Síndico: Arturo Calleja (Lambaré 1140 Piso 1º A). Juzgado Nº 8, Secretaría Nº 16.
SAN MIGUEL SALUD S.A.: Se decretó su quiebra. Verificación de créditos hasta el 21 de febrero de 2005. Juzgado N° 7 a cargo del Dr. Juan M. Gutiérrez Cabello, Secretaría N° 13, a cargo de la Dra. Cristina O’ Reilly.
· Concursos presentados: 

Centro Médico Paraguay SA: servicios médicos; Paraguay 5419. Solicitó su concurso preventivo. Como época de cesación de pagos señaló el último cuatrimestre de 2004. Juzgado N° 13 de la Dra. Tévez; secretaría N° 25 del doctor Guerri. 

Prestaciones Odontológicas SA: servicios odontológicos; Alicia Moreau de Justo 740, 1° "1". Pidió su concurso preventivo. Cesación de pagos: agosto de 2003. Juzgado N° 13 de la doctora Tévez; secretaría N° 26 del doctor Cardama. 

COVER SALUD S.A.: Prestación de servicios médicos, con domicilio en Carlos Pellegrini 739 P. 4, solicitó su concurso preventivo. Cesación de pagos: 15/02/05. Juzgado Nro. 15, Secretaría Nro. 29.
OBRA SOCIAL FEDERAL DE LA FED. NAC. DE TRAB. DE O.S.:   Fue proveído su concurso preventivo, en el Juzgado Nac. de Primera Instancia en lo Comercial Nro. 6 Secretaría Nro. 12. Verificación de créditos hasta el 02/06/05.

En caso de poseer algún crédito a vuestro favor de esta empresa, rogamos comunicarse con nuestro Estudio donde le informaremos los pasos a seguir para proceder a la verificación de vuestro crédito.

Sociedades Comerciales

Por medio de la Resolución 1/05 de la Inspección General de Justicia, se aclaran dudas sobre:

1)       La aplicación del sistema de garantías para administradores. Prescripción, directores suplentes y sujetos obligados, algunos temas que se esclarecen. 

2)       Establece la aplicabilidad de la RG 25/04 (Régimen de inscripción en el Registro Público de Comercio de aumentos efectivos de capital social-Capitalización previa obligatoria de cuentas que permitan la emisión de acciones liberadas – Aportes irrevocables a cuenta de futuras suscripciones – Tratamiento de resultados económicos) a todas las SRL.

* La resolución 20/2004 de la IGJ dispuso que a partir del 7 de febrero directores de SA y gerentes de SRL y de sociedades en comandita por acciones deberán constituir una garantía ante posibles incumplimientos en los que pudiera incurrir. 

* La disposición se aplica sólo en la Ciudad de Buenos Aires y no en el resto del país. 

La Inspección General de Justicia, a través de la resolución 1/2005, determina pautas de aplicación del régimen de garantías de administradores de sociedades comerciales (resolución 20/2004) que entró en vigencia el 7 de febrero.

También dispone la obligación de las sociedades no inscriptas a la fecha de entrada en vigencia de la resolución 20/2004 (7 de febrero) de incorporar en sus estatutos el régimen de constitución de garantías, así como la oportunidad para hacerlo de las ya inscriptas.

(La resolución 20/2004 se aplicará a las sociedades por acciones y SRL que se constituyan desde el 7 de febrero, acreditando la constitución de los instrumentos de garantía.

(También estarán obligados a constituir las garantías aquellos administradores que se designen o sean renovados en su cargo en sociedades ya constituidas a partir de esa fecha.

Montos para los gerentes de SRL: 
* S.A. o SRL con capital social de $12.000 o superior: sus administradores deberán constituir una garantía de $10.000. 
* SRL con capital social inferior a $12.000: deberán garantizar por $2.000.
Administradores suplentes:

No están obligados a constituir la garantía, aunque al momento en que asuman el cargo en forma efectiva, en reemplazo de los titulares, tendrán que cumplir con la obligación.
Prescripción:

La garantía debe ser mantenida hasta tres años después de que el administrador cese en sus funciones, ampliando así la obligación hasta que expire el plazo de prescripción de la acción para reclamar su responsabilidad.

Estipulaciones estatutarias:

Las sociedades que se constituyan a partir del 7 de febrero deberán prever en sus estatutos sociales la reglamentación para constituir las garantías.

Cuando una sociedad ya inscripta antes de esa fecha solicite la primera inscripción de administradores y a su vez no tenga estipulado el régimen de constitución de garantías, deberán hacerlo en la primera de las siguientes dos oportunidades:

* En la primera modificación del estatuto: aprobada en asamblea convocada a partir del 7 de febrero o asambleas anteriores unánimes. 

* Cuando soliciten la inscripción de nuevos administradores: luego de los primeros designados después de esa fecha.

Aumentos de capital:

La resolución general 1/2005 también dispone la aplicación a las SRL, cualquiera sea su capital, de las disposiciones que rigen a las sociedades por acciones sobre capitalización previa de cuentas que permitan la emisión de acciones liberadas y sobre aportes irrevocables a cuenta de futura suscripción de acciones, previstas en la resolución 25/2004. 

En cuanto a los aportes irrevocables, se establece que los mismos integrarán el patrimonio neto de la sociedad desde la fecha de su aceptación por el directorio, debiendo celebrarse la asamblea de accionistas en un plazo de 180 días a partir de la entrada en vigencia de la resolución (8 de febrero de 2005). 

Información Impositiva
1) El 08 de Marzo del corriente, remitimos a UD.  en documento adjunto un comentario sobre la Resolución de la AFIP, que establece un mayor control sobre las donaciones que se realicen, dado que creímos conveniente que Uds. remitan dicha información a vuestros Contadores.
A continuación se transcriben los puntos salientes de la Resolución 1815 de la AFIP:

Objetivo de la norma

Para detectar las donaciones apócrifas, la AFIP ha establecido  un riguroso régimen de información que alcanza tanto al donante como al donatario.

Con entrada en vigencia de los vencimientos para cumplir con las exigencias que la AFIP le impone a las asociaciones sin fines de lucro, el fisco además comenzará con un mayor énfasis en el seguimiento de todo lo relativo a las donaciones. Se obligará al donante y a quienes reciben los bienes o sumas de dinero a informar al Gobierno.

Se trata de detectar posibles fraudes ya que la donación permite sensibles rebajas de la base imponible del impuesto a las Ganancias. Por mencionar un caso, la donación muchas veces se hace al empleado en relación de dependencia, mediante complejos mecanismos que permiten para la empresa el menor pago de Ganancias y para los empleados es como recibir un estímulo no remunerativo.

A veces el mecanismo de donación sirve para disimular la distribución de resultados de una cooperativa, cuando se hace por vía de las remuneraciones, al tratarse de un mecanismo de distribución de beneficios que cae fuera de la base imponible. 

La idea del fisco es que las donaciones sean reales y no sea una ficción a efectos de disminuir la base imponible de Ganancias. De otra manera se estaría en presencia de un delito no de elusión sino lisa y llanamente de evasión, es decir una defraudación al fisco pasible de las penalidades establecidas en la nueva ley Penal Tributaria. 

Cuándo es procedente la deducción por donación:
La deducción de donaciones en dinero y en especie a las instituciones a que se refiere el inciso e) y a determinadas entidades comprendidas en el inciso f) del artículo 20 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, será procedente con arreglo a lo previsto en el artículo 81, inciso c), de la ley del citado gravamen, las disposiciones del artículo 123 del Decreto N° 1344/98 y demás condiciones que se disponen en la norma bajo análisis.-

Las Entidades referidas son:

* Las instituciones religiosas. 

* Las asociaciones, fundaciones y entidades civiles de asistencia social, salud pública, 

* Entidades de caridad, beneficencia, educación e instrucción, científicas, literarias, artísticas, gremiales y las de cultura física o intelectual.

El fisco aclara que esto siempre que tales ganancias y el patrimonio social se destinen a los fines de su creación y en ningún caso se distribuyan, directa o indirectamente, entre los socios. 
Entidades excluidas 
Se excluyen entidades que obtienen sus recursos, en todo o en parte, de:

* La explotación de espectáculos públicos, juegos de azar, carreras de caballos y actividades similares. 

* Fundaciones y asociaciones o entidades civiles de carácter gremial que desarrollen actividades industriales y/o comerciales.

Condiciones para realizar donaciones:
Las donaciones en dinero se efectuarán observando las siguientes condiciones:

Deberán realizarse mediante depósito bancario a nombre de los donatarios. 

Cuando las donaciones se efectúen por intermedio del empleador, éste además queda obligado a:

1.
Efectuar depósitos individuales por cada empleado donante y,

2.
Entregarle a cada uno, dentro de los 10 días de efectuado el depósito, fotocopias de las boletas de depósito de las donaciones realizadas, certificadas por los donatarios, quienes dejarán constancia en ellas de diversos datos del donante.-

3.
La obligación indicada precedente podrá ser sustituida por un depósito global mensual para cada donatario.

Se estableció un régimen de información de donaciones, que alcanzará a los sujetos que, para cada caso, se señalan seguidamente:
Empleadores: por las donaciones que efectúen por cuenta y orden de sus empleados, durante el año calendario.

Donantes:

1..- Personas físicas responsables del impuesto: por las donaciones que efectúen sin la intervención de los empleadores a que se refiere el inciso anterior, durante el ejercicio fiscal correspondiente.

2.- Sucesiones indivisas y personas jurídicas: por las donaciones que efectúen por su cuenta y orden, durante el ejercicio fiscal correspondiente.

Donatarios: por las donaciones que reciban durante el año calendario.

Software

A fin de elaborar esta información los responsables deberán utilizar exclusivamente los programas aplicativos que para cada caso se disponen seguidamente:

a) Empleadores que realicen donaciones por cuenta y orden de sus empleados: el programa aplicativo denominado “DONACIONES EN DINERO Y EN ESPECIE - EMPLEADORES - Versión 1.0”.

b) Donantes que realicen sus donaciones —excepto las personas físicas que efectúen su donación con intervención de empleador— y donatarios: el programa aplicativo denominado “DONACIONES EN DINERO Y EN ESPECIE - DONANTES Y DONATARIOS - Versión 1.0”.-
El suministro de la información se efectuará hasta las fechas que para cada caso se disponen:

a) Empleadores que efectúen donaciones por cuenta y orden de sus empleados: hasta el día 26 del mes de marzo de cada año.

b) Donantes —excepto las personas físicas que efectúen su donación con intervención de empleador —: hasta el mismo día del mes inmediato siguiente al del vencimiento general previsto para la presentación de la declaración jurada del impuesto a las ganancias del período fiscal a informar, según el número de C.U.I.T.

Donatarios:

1) Sujetos que hubieren obtenido el formulario F. 409: hasta el día 26 del mes de enero de cada año.

2) Entidades con reconocimiento de exención mediante formularios F. 411, F. 709 o, en su caso, F. 709 (Nuevo Modelo): hasta el día 26 de mayo de cada año.

El régimen que se comenta producirá, ante los siguientes incumplimientos, los efectos que se establecen para cada caso:

a) Con respecto al régimen de información y al depósito de la donación previstos para los donantes que realicen las donaciones sin intervención de empleador: importará para el donante, la impugnación de la deducción computada en la declaración jurada respectiva, en los términos del artículo 16 de la Ley N° 11.683.

b) En relación a los deberes impuestos al empleador: lo hará pasible de la sanción prevista en el artículo 39 de la citada ley.

c) En lo referente al deber de información: permitirá la aplicación de la sanción prevista en el artículo agregado a continuación del artículo 39 de la ley citada, sin perjuicio, respecto de los donatarios de lo establecido en el artículo 27 y concordantes.

Montos

Los empleadores que realicen las donaciones por cuenta y orden de sus empleados, y los donantes —excepto las personas físicas que efectúen su donación con intervención de empleador —, no se encuentran obligados a cumplir las disposiciones del régimen de información, cuando se trate de:

a) Donaciones periódicas que no superen la suma de $ 1.200.- por cada donante —asociado o adherente— en un mismo período fiscal.
b) Donaciones eventuales que no superen la suma de $ 600.- por cada donante, a cada institución, en un mismo período fiscal.

Cuando la suma total de las donaciones efectuadas por un mismo donante en un período fiscal, supere el importe de $ 2.400.- o cuando el empleador hubiere ejercido la opción de un depósito global mensual para cada donatario, no será aplicable la excepción dispuesta precedentemente.

Este régimen de información se aplicará a partir del período fiscal 2004, siempre que no hubiera correspondido cumplir con el régimen de información dispuesto en la Resolución General N° 1675 hasta el mes de diciembre de 2004.

2) Conforme  el  Decreto N° 1712/04 desde el 1° de enero de 2005 los directivos de empresas deberán sumar el número de empleados de las empresas en las que revistan como directores y en función de dicha cifra total deberán categorizarse en la categoría de autónomos correspondiente. 

Hasta el momento, los directivos pagaban según la empresa en la que registraban mayor número de trabajadores. Desde ahora, la nueva regulación los obligará a la suma aritmética de los empleados entre todas las sociedades, y de esta forma, lo que ocurrirá, es que cambiarán de categoría de autónomos y, en consecuencia, se incrementará su monto de contribución.

Ejemplo: el salto de una compañía con menos de 10 empleados a una firma con más de 20 empleados implicará un salto en la tributación mensual desde la categoría E que fija un pago de $ 409 a la categoría F que obliga a pagar $572 por mes.
Se advierte con este cambio normativo que continúa la presión sobre el sector directivo de las empresas.

En efecto, a las garantías monetarias establecidas por la Inspección General de Justicia, para ejercer las funciones directivas, se suma ahora la mayor tributación personal de autónomos y, complementariamente a esta medida, el ya existente régimen de retención previsional de la resolución general 1709.
Finalmente, al panorama descripto debe agregarse, en el caso de los directores bajo relación de dependencia, el efecto no menos gravoso de la eliminación del tope de retención de ganancias que, si bien es un concepto de orden impositivo, terminará afectando el bolsillo de esos trabajadores.

Información sobre Responsabilidad Médica

· Fallo sobre Residencias Médicas: "F.G.N.B. C/F. DE C. C. DE O. S/DESPIDO"

Sumario


En Noviembre de 2004, la Sala VI de la Cámara del Trabajo se pronunció acerca de la relación que mantienen los residentes con la Institución donde desarrollan su práctica profesional (Hospital, Clínica, etc.), reconociendo aunque en forma implícita, la existencia de una relación de dependencia en los términos de la Ley de Contrato de Trabajo. Se rechaza el daño Moral por el fin de la residencia.


Hechos e Historia Procesal:

El Juez de Primera Instancia reconoció la existencia de relación de dependencia, otorgando al Residente una indemnización por la finalización de su relación laboral con el Sanatorio.


Sin embargo, descartó una indemnización por daño moral y la existencia de “trato discriminatorio” en los salarios de los residentes con relación a los médicos de planta.

Del voto del Dr. Capón Filas surge que el Sanatorio demandado no tenía una ningún programa de residencias  registrado ante el Ministerio de Salud.


Decisión de la Cámara:

Los tres jueces consideran que la diferencia de salarios que se reclama no resulta procedente dado que no se encuentra acreditado que el residente haya cumplido con las mismas tareas que un médico de planta.

La disidencia entre los miembros del Tribunal se presenta con relación al daño moral y académico que reclama el actor por la pérdida de la residencia.


El Dr. Fernández Madrid, cuyo voto conforma la mayoría, sostiene que “…con respecto al daño académico y moral que se pretende derivado de la  finalización de la residencia, señalo que las expectativas que argumenta que le habría generado el ingreso a la demandada no se han acreditado en autos, ya que no se prueban  las "promesas" que alude que le habrían hecho, al momento de su incorporación, así como tampoco el concreto daño que le habría significado, ni el trato discriminatorio argüido…”


El Dr. Capón Filas por su parte, disiente con relación a este punto y opina que “…..advirtiendo de parte de la demandada una conducta dolosa y grave, no registrar ningún programa de residencias médicas para su Sanatorio xxxxx y contratar a médicos para cumplir las residencias médicas inexistentes ocasionando una pérdida real de tiempo a tales profesionales que seguramente le impedirán acceder a otras residencias dados los requisitos de antigüedad en el título de médico.

Por todo ello, considero que corresponde la indemnización por daño moral para una médica cuando se le ha suprimido la residencia que desarrollaba, privándola de capacitación adecuada, afectándola en su propia estimación profesional y académica. … desde el inicio la actora fue engañada con una residencia médica que jamás la demandada concretó, impidiéndole una actividad adecuada y una capacitación profesional conforme lo originariamente pactado.”

Conclusión:


Creo que resulta interesante destacar:

1) Los Residentes se encuentran en relación de dependencia para la Sala VI  y por lo tanto sujetos a las normas de la LCT.

2) La falta de registro de la residencia ante las autoridades Oficiales (Ministerio de Salud, U.B.A., etc) implica que el nosocomio deberá responder ante el residente cuando éste quiera acceder a su título de especialista y se vea imposibilitado de hacerlo.

3) La interrupción de la residencia puede acarrear responsabilidad civil por los daños que ello ocasionara, en especial ante la falta de registro oficial de la residencia aludida. 

4) Si bien el punto 2) y 3) surgen de una disidencia, es importante tener en cuenta los parámetros que sienta para tener por configurada la responsabilidad por daño moral en casos como el relatado y la importancia que se le da al registro correcto de la Residencia.
· Fallo sobre responsabilidad médica por Falta de diagnóstico y tratamiento oportuno: "B. M. A. c/ S. D. s/ daños y perjuicios".16.04.04
Sumario:
 “   En Abril de 2004 , la Cámara Civil consideró negligente la actuación del pediatra en la atención de un menor de pocos meses de vida. Ello por omitir ordenar la radiografía que permitiera descartar la patología que presentaba el menor (malformación de la cadera). Secuelas. Se condena al pediatra, a la clínica privada y a la obra social”

Hechos:

Se presentan los padres de la menor N. G. B., explicando que luego del nacimiento de su hija, en la clínica privada San Cayetano, prestataria de la Obra Social Sociedad Socorros Mutuos del Personal del Ferrocarril General Belgrano, el día 17 de junio de 1989, recién fue atendida por el pediatra D. S. el día 20 de junio de 1989, quien tras efectuarle un examen concluyó en que estaba bien. Sin embargo a los seis meses de vida, comenzaron a notar distintos problemas en la beba, pero el mismo pediatra les diagnosticó que era por la gordura. Al año y dos meses, la beba comenzó sus intentos de caminar, y fue cuando sus padres notaron que se inclinaba hacia la izquierda sobre la cadera, que la pierna derecha era más larga que la izquierda, y que cuando se paraba lloraba. Recién entonces, S. (el pediatra) ordenó su placa radiográfica. Con ella, los derivan a un traumatólogo y deciden operarla inmediatamente. Aseguran que si bien luego de la operación mejoró su condición sigue rengueando al caminar, defecto que se acentúa cuando corre. Adjudican todo lo expuesto, a la negligente actuación del pediatra.-
Decisión de la Cámara Civil
· La Cámara concluye que en el caso existe mala praxis y condena al pago de los daños al médico pediatra, la Clínica Privada y la Obra Social, por las razones que se exponen a continuación:

1) “No puedo considerar que haya tomado todos los recaudos que la situación que se le planteara exigiera. Ello así, porque a criterio del perito debió complementar las maniobras de exploración física con la radiografía que se denomina a la Von Rosen, y no hay constancia de tal elemento.”

2) “De manera que el hecho de que tratamiento mediante o no, el resultado buscado no está garantizado, resulta irrelevante, toda vez que lo que se juzga, es si el médico tratante obró echando mano a todo lo que estaba a su alcance ante la eventualidad, para tratarlo.”

3) “Ha de mencionarse también, que cuando se le pregunta al experto a fs. 305, si las incapacidades, defectos o disminuciones que presenta la menor, se deben atribuir inexorablemente a la "mala praxis", señala que con los elementos que ha tenido a la vista, la respuesta es negativa, sin embargo, inmediatamente después agrega que "...en el presente caso y con la escasa y mal confeccionada documentación médica tanto de los centros privados como de los oficiales con que ha contado no está en condiciones de expedirse como lo pide la parte "concretamente y en forma terminante"...". A lo que debo añadir, que la responsabilidad derivada de tal documentación es precisamente de los centros privados y oficiales que la han elaborado por lo que difícilmente pueda perjudicar a la parte actora.- En consecuencia, considero que en autos se ha acreditado sobradamente el negligente actuar del médico demandado, toda vez que omitió practicar la radiografía que el experto señala en su pericia, y no logró por su parte probar la culpa de los padres de la menor que afirmó en su descargo al contestar la acción. 
Conclusiones

Lo grave del fallo es que desoye completamente la opinión del perito médico en la causa, quien cuando es preguntado por la compañía de Seguros citada en garantía : "Si en recién nacidos, con resultado negativo de la maniobra de Ortolani y el signo de los pliegues, resulta indicado como rutina la obtención de placas radiográficas de cadera a fin de constatar el estado de la misma ", el perito responde: "Negativo. No es un examen de rutina, dada las características de la cadera en el recién nacido...". De acuerdo con lo expuesto por el médico a lo largo de su pericia, la que ha de interpretarse de manera coherente, porque de otra forma las afirmaciones de aquél resultarían contradictorias, lo expresado precedentemente significa que en atención a las características físicas del recién nacido, no es posible en tal oportunidad (inmediatamente luego del nacimiento) efectuar un estudio radiológico. Sin perjuicio de ello, teniendo en cuenta mi propia experiencia, y conocimiento del tema, y palabras del perito en sus consideraciones médico legales, es común que luego de los tres meses, sea posible practicar este tipo de estudios a los bebés, los que se requieren en oportunidad de los controles posteriores, y normalmente como lo indica el experto designado en autos, para completar, los métodos detallados antes.-

En definitiva, la Cámara se expide “porque por su propia experiencia” sabe que este tipo de estudios deben hacerse a los tres meses de nacido el niño, sin importarle en lo más mínimo la opinión del experto en el tema que claramente había establecido que no formaba parte del Standard de conducta que debe guiar al pediatra, ordenar la radiografía de Van Rosen como complementaria de  la maniobra de Ortolani.


En el caso, un Tribunal de Justicia, integrado por profesionales de las leyes ha sustituido la tradicional  facultad de los Colegios Médicos y Asociaciones de profesionales de la medicina que  son los autorizados para establecen los parámetros adecuados de conducta para cada especialidad, obviando en forma expresa la opinión del experto en la materia.


La Sentencia es arbitraria pero nos pone sobre alerta: los jueces pueden imponer  estándares  de conducta y de hecho lo hacen.  Por ello, los métodos de diagnóstico preventivos, aunque innecesarios,  pueden ser una herramienta útil a fines de evitar responsabilidades ulteriores. Hoy, si yo fuera pediatra, ordenaría la radiografía de Van Rosen en caso que la maniobra de Ortolani  diera resultados negativos,  solo a los efectos de evitar eventuales responsabilidades.
Nuevos Servicios

A partir de Abril de 2005 nuestros clientes podrán consultar todos los boletines informativos en nuestra página web: www.montequinabogados.com.ar .

Asimismo, en la página encontrarán información de utilidad, novedades legislativas y de concursos y quiebras, así como todos los comentarios que se incluyen en el Boletín.


Finalmente, a  través de dicho medio, se facilitará la formulación de preguntas, dudas o toda consulta que pueda resultar de utilidad en el desarrollo de vuestra actividad.


Adjunto a la presente se acompaña la clave de seguridad que le permitirá acceder a nuestro servicio on- line.  No olvide registrarse al ingresar.


Esperamos que las nuevas herramientas incorporadas les sean de utilidad y como siempre, quedamos a la espera de vuestras dudas o consultas.
Este correo electrónico y su eventual documentación anexa, contienen información confidencial protegida legalmente, y destinada exclusivamente a la persona u organización indicada la que tampoco podrá hacer público él mismo. Si usted no es el destinatario, se le advierte que cualquier uso, difusión o copia de este documento no está autorizado. Si ha recibido este mensaje por error en la transmisión, por favor advierta al remitente, llamando al teléfono (54) 11 4382-4829/4970. Muchas gracias.



This e-mail and any attachments are confidential and may be the subject of legal professional privilege. If you are not the recipient, any use, disclosure or copy of this document and even the attachments is not authorised. If you have received this document in error please notify the sender immediately by calling (54) 11 4382-4829/4970. Thank you.

Estudio Montequín y Asoc.

Lavalle 1206 4to piso H

Ciudad de Buenos Aires.
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